PROYECTO DE LEY
El Senado y la  Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires, sancionan con fuerza de:

LEY

Art. 1: Derógase el artículo 13 bis del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires, texto según ley 13529.

Art. 2: De forma. 
FUNDAMENTOS

En el transcurso del mes de septiembre del año 2006, en virtud de la ley 13529, se ha producido la modificación del art. 13 bis del Código Fiscal de la Provincia de Buenos Aires.
El mencionado artículo otorga al Fisco provincial la facultad de trabar diversas medidas cautelares, entre las que merecen consideración la autorización para trabar embargos “directos” sobre las cuentas y activos bancarios, sueldos, bienes muebles, “en forma previa” a la deducción de una demanda de apremio, sin intervención de ningún organismo jurisdiccional, es decir “sin orden judicial previa”, cuestión ésta que merece serios reparos constitucionales. 
En primer lugar, se está facultando al Poder Ejecutivo a realizar actos que afectan derechos constitucionales de propiedad, que sólo puede realizar el Poder Judicial. Se está violentando así la garantía constitucional de la inviolabilidad de la propiedad sin orden judicial, contemplada en el art. 17 de la Constitución Nacional y 31 de la Constitución Provincial. 
Asimismo, nos encontramos ante una evidente contradicción con el principio de división de poderes del Estado, receptado en la cláusula del art. 109 de la Carta Fundamental, y que debe ser respetado en el ámbito provincial en virtud de la garantía al sistema republicano de gobierno consagrada en los art. 5 y 31 de la misma.

Y esto es así toda vez que el art. 13 bis, al autorizar a una dependencia del Poder Ejecutivo Provincial a trabar medidas cautelares contra la propiedad privada de los ciudadanos, en forma extrajudicial y directa, sin intervención judicial, le está confiriendo a aquel poder funciones que son exclusivas y excluyentes de este último. 

La Constitución Nacional y las provinciales, aseguran dentro de sus respectivas jurisdicciones, como resguardo del sistema democrático la “tutela judicial amplia y efectiva”, sometiendo a la competencia de los jueces …”todas las causas que versan sobre derechos reconocidos constitucionalmente”…, por lo que queda comprendido dentro de la competencia propia del Poder Judicial, la fiscalización del obrar ejecutivo y legislativo, por vías y remedios procesales específicos que explicitan su misión. De esta manera, la ejecutoriedad de las deudas fiscales resulta vedada a la Administración, quien debe recurrir a los Tribunales para perseguir el cobro de las acreencias tributarias.
Por ello, dentro de la división de poderes, propia de la República, sólo la independencia, tanto política como funcional y orgánico-económica del Jurisdiccional, es el presupuesto que garantiza la “defensa” de la vida, la libertad, la propiedad y todos los restantes derechos reconocidos en la Carta Fundamental.

Esta independencia es por tanto presupuesto constitucional y esencial de la administración de justicia. Hace a la esencia del Poder Judicial como Poder del Estado y se la exige como elemental para el cumplimiento de su cometido: impartir justicia. Así, la protección de los bienes jurídicos de la población, necesita que la función de administrar justicia, cuyo afianzamiento proclama el Preámbulo constitucional como uno de los fines ineludibles del Estado, sea ejercida como competencia especializada y de modo exclusivo y excluyente de los otros poderes. Exclusivo porque todo justiciable tiene derecho a contar con un juez natural e imparcial que resuelva sus conflictos con los particulares o con el Estado, que se imponen como garantías constitucionales del debido proceso, garantías éstas que presuponen la independencia del juez, lo cual significa el ejercicio por parte de éste de sus competencias privativas, cuales son las de interpretar y aplicar la Constitución y las leyes, sin intervención de los otros poderes; excluyente porque ningún otro poder del Estado puede arrogarse esa función.

El art. 13 bis, esta sometiendo al Poder Judicial a los arbitrios del Ejecutivo, violando la teoría de la separación de poderes que gobierna nuestro régimen republicano de gobierno, permitiendo que el Poder Ejecutivo se arrogue una competencia que la constitución Nacional y Provincial sólo confieren al Poder Judicial, en franca oposición con el 109 de la Carta Magna y 45 y 166 de la local. 

Por otro lado, las medidas cautelares, tienen naturaleza accesoria de la cuestión principal, y es el juez quien tiene que decidir sus alcances para resguardar la satisfacción del objeto mediato del proceso y, en el caso de las etapas destinadas a la ejecución forzosa de bienes, para garantizar la protección del derecho de propiedad, el que no solo puede ser menoscabado por la pérdida del derecho de propiedad, sino también por la afectación innecesaria o excesiva del patrimonio.
Por ello, es el juez, como autoridad independiente e imparcial, quien tiene a su cargo la dirección del proceso, potestad que tal como esta redactada la norma pasaría en determinados aspectos a depender de la decisión de la autoridad administrativa ejecutante, fundamentalmente al elegir las distintas medidas, poniendo en crisis dos principios fundamentales como son la razonabilidad y la proporcionalidad, consagradas en el art. 28 de la C. N.

La norma aparece entonces como arbitraria e ilegítima.
Las medidas cautelares deben ser decretadas por los jueces, siendo ajenas a los otros poderes. Por aplicación del art. 13 bis del Código Fiscal de la Provincia, se superponen en el proceso de apremio, el Poder Ejecutivo y el Judicial; las facultades abusivas que la norma atribuye no sólo resultan inconstitucionales de acuerdo al tenor intrínseco que presenta, sino que, de esta forma, afectan en grave modo el correcto desenvolvimiento de la Administración de Justicia.

Debe ponerse coto a los excesos que puede producir la presencia de un Poder Ejecutivo omnímodo; ésta ha sido la razón de ser de la adopción de la Teoría de la división de poderes. 
En definitiva, la lucha contra la evasión tributaria, no autoriza al Estado Provincial a otorgar por ley al Poder Ejecutivo, facultades propias de los jueces que violen el principio constitucional antedicho y vulneren garantías constitucionales de los ciudadanos (art. 29 C.N.) 

Por los fundamentos expuestos, solicito a los señores Diputados, la aprobación del presente proyecto de ley.
